
 
 

 

 

Honorable 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN PRIMERA 

SUBSECCIÓN B. 

Magistrado. DR. CÉSAR GIOVANNI CHAPARRO RINCÓN 

scsec01tadmincdm@cendoj.ramajudicial.gov.co 
scregtadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
rmemorialessec01tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
rmemorialesposec01tadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Avenida Calle 24 N° 53 - 28 Torre A Oficina 01-18 

Teléfono 4233390 ext. 8105 

Ciudad 

E.S.D. 

              Referencia:  Medio de control de protección de los derechos e intereses colectivos 

Radicado:           25000-23-41-000-2013-02459-00 

              Demandante:  Iván Cepeda Castro y otros.     

           Demandado:  Ministerio de Minas y Energía y Agencia Nacional de Minería 

Vinculados:  Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, Ministerio del Interior y 

Agencia Nacional de Licencias Ambientales  

Asunto:          Informe de cumplimiento numeral Séptimo, literal tercero. Actualización 

de Política Minera Nacional. 

 

Respetado señor Magistrado, 

 

VIOLETA MARÍA AGUILAR ABAUNZA, mayor de edad, domiciliada en la ciudad de Bogotá D.C., iden-

tificado con la cédula de ciudadanía N° 53.050.847 de Bogotá D.C., abogada titulada, portadora de 

la tarjeta profesional N° 160.123 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad 

de apoderada judicial del MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA, conforme el poder adjunto; me per-

mito informar las acciones adelantadas en conjunto con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 

Sostenible en el marco cumplimiento numeral Séptimo, literal tercero de la sentencia proferida por 

el Consejo de Estado el pasado 4 de agosto de 2022, la cual prevé: 

 
“7. ORDENAR al Ministerio de Minas y Energía y al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sosteni-
ble que, en el término de seis (6) meses, contados a partir de la ejecutoria de esta providencia, 
actualicen la Política Minera Nacional para que la misma contemple acciones que permitan con-
trarrestar los problemas relacionados con: (i) el insuficiente ordenamiento territorial minero-
ambiental; (ii) la desarticulación institucional, y (iii) las debilidades del modelo de control y fis-
calización de los títulos mineros.  

 

La Política Minera Nacional consultará las recomendaciones efectuadas por la Contraloría Ge-
neral de la República (recopiladas en el capítulo II.4.2. de este proveído), así como los apartes de 
“la investigación científica y sociológica respecto a los impactos de la actividad minera y la ex-
plotación ilícita de minerales, en los ecosistemas del territorio no” (compilados en el capítulo 
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II.4.4. de esta sentencia). Esta política se articulará con las demás órdenes de amparo impartidas 
en esta sentencia. (ver párrafos 1208 al 1214)” 

 

Disposición aclarada en providencia del 29 de septiembre del mismo año, indicando: 

“SÉPTIMO: ACLARAR, por las razones expuestas en esta providencia, el numeral 7° del ordinal 
tercero de la sentencia de 4 de agosto de 2022, en el sentido de precisar que el Ministerio de 
Minas y Energía y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, junto con las entidades de 
ambos sectores que estimen competentes, y en el marco de sus funciones constitucionales, le-
gales y reglamentarias, cumplirán con lo dispuesto dicha orden”.  
 

El siguiente memorial se subdivide en tres apartados: En primer lugar, se relacionan las acciones 

realizadas por los sectores minero-energético y ambiental en cumplimiento de la orden séptima de 

la sentencia; luego, se presentarán los argumentos por los cuales se ha considerado necesario 

formular una nueva política minera nacional; y, finalmente se expondrán las acciones para adoptar 

la política minera que integre las acciones necesarias para propender por un sector minero 

articulado con el sector ambiental y que tenga en cuenta las problemáticas enunciadas en la 

sentencia proferida en el presente proceso. 

1. Acciones Cumplimiento Numeral Séptimo del Ordinal Tercero. 

En cumplimiento de lo dispuesto por el numeral séptima en mención, desde el sector minero 
energético y el sector ambiental se realizaron las acciones que a continuación se describen, 
respecto a las cuales se adjunta el respectivo documento que las acredita: 

1. Se conformó el equipo multidisciplinario para el impulso de las acciones de cumplimiento 
al interior del Ministerio de Minas y Energía (en adelante MinEnergía) y por parte del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (en adelante MinAmbiente). 

2. El 23 de octubre de 2022, la Dirección de Asuntos Ambientales, Sociales y Urbanos (DAASU) 
del MinAmbiente, mediante oficio con radicado No. 24022022E2015236, solicitó incluir en el 
documento de política 9 temas referentes a: ODS, principios mineros del Consejo Internacionales 
de Minería y Metales, Acuerdo de Escazú, Estrategia de economía circular del MADS, trámite de 
licencia ambiental, guías minero ambientales, permisos para el uso de recursos naturales 
renovables, cierre minero, encadenamientos productivos, participación ciudadana, inversiones 
forzosas, entre otros.  

3. El 17 de noviembre de 2022, se realizó primera reunión entre MinEnergía y MinAmbiente 
con el fin de generar un dialogo continuo entre ambas carteras, encaminado a la identificación de 
mecanismos para el cumplimiento oportuno e integral de lo ordenado por el Consejo de Estado y 
realizar acciones coordinadas y en conjunto. Igualmente se consideró pertinente analizar la Política 
Minera adoptada en la Resolución 40391 de 2016, al interior de cada una de las entidades. 

4. El 29 de noviembre de 2022, se realizó segunda reunión entre MinEnergía y MinAmbiente 
allí se presentó la Política Minera adoptada en la Resolución 40391 de 2016 y la posibilidad de 
incluir en ese documento los tres lineamientos solicitados por la sentencia del Consejo de Estado. 
Por su parte, MinAmbiente puso de presente la necesidad de que se cuente con una metodología 

y un árbol de problemas para la actualización de la política. Desde allí se considera necesario 



 
 

 

 

estructurar una nueva política que contemple con la relevancia que merece al sector 
ambiente, entre otros, de manera que se logre materializar el propósito del Consejo de 
Estado encaminado a contrarrestar los problemas de ordenamiento minero ambiental, 
desarticulación institucional y debilidades en el modelo de control y fiscalización de los 
títulos mineros.  

5. El 14 de diciembre de 2022, se realizó reunión de seguimiento del cumplimiento de la sen-
tencia objeto del proceso de la referencia, convocada desde la Secretaría Jurídica de la Presidencia 
de la República, allí se insistió en el llamado de cumplir de fondo cada una de las órdenes y lograr 
la consistencia del documento de política con la Sentencia. 
 
6. Durante el mes de diciembre de 2022, la Dirección de Minería Empresarial del MinEnergía 
proyectó documento de actualización de la Política Minera adoptada en la Resolución 40391 de 
2016, para ello, realizó la actualización de la introducción, se enfocó en las directrices del gobierno 
y las problemáticas identificadas por el Consejo de Estado, se actualizó el contexto minero, el cua-
dro de percepción del sector minero, los retos asociados al desarrollo de la actividad minera, la 
clasificación de la minería. Adicionalmente, la actualización de cifras a 2021, de gráficas, de la nor-
matividad, de la fatalidad minera y de las producciones de minerales. Además, incluyendo los si-
guientes nuevos pilares: 
 

i. Pilar: Seguridad Jurídica. (i) el insuficiente ordenamiento territorial minero-ambiental;  
ii. Pilar: Institucionalidad Minera Fortalecida Y Eficiente. (ii) la desarticulación institucional; 

(iii) las debilidades del modelo de control y fiscalización de los títulos mineros. 
 
7. El 11 de enero de 2023, la Dirección de Minería Empresarial del MinEnergía remitió al Vi-
ceministerio de Minas el proyectó de documento de actualización de la Política Minera adoptada 
en la Resolución 40391 de 2016. El 12 de enero de 2023 lo remitió a MinAmbiente. El 16 de enero 
de 2023 lo remitió a las dependencias internas del Ministerio. El 26 de enero de 2023 a las entida-
des adscritas del sector minero energético. 
 
8. El documento enviado, fue objeto de diferentes comentarios verbales y escritos de los des-
tinatarios, en donde se insistía en la necesidad de proceder a la elaboración de una nueva política 
más allá de realizar una simple inclusión de los textos indicados por la sentencia, tal como lo hicie-
ron, entre otras entidades, el Servicio Geológico no (SGC) y la Unidad de Planeación Minero-Ener-
gética (UPME). 
 
9. El 30 de enero de 2023, se solicitó apoyo técnico a la Subdirección de Minas y Energía del 
Departamento Nacional de Planeación (DNP), teniendo en cuenta que dicha dependencia se en-
carga de apoyar la definición y coordinación de políticas, planes y programas en los sectores de 
minas, hidrocarburos y energía. Esta dependencia desde la fecha ha venido adelantando el acom-
pañamiento y apoyo en lo que corresponde a la metodología de construcción de una política pú-
blica. 
 
10. El 3 de febrero de 2023, se realizó reunión de seguimiento del cumplimiento de la senten-
cia objeto del proceso de la referencia, convocada desde la Secretaría Jurídica de la Presidencia de 
la República, allí se presentan las propuestas de cronograma por parte de MinEnergía y MinAm-
biente, Se menciona la necesidad de concertar un cronograma conjunto, el inicio de la construcción 
de una nueva política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva). 



 
 

 

 

 
11. El 6 de febrero de 2023, MinEnergía y MinAmbiente concertaron un cronograma de tra-
bajo siguiendo el procedimiento de construcción de políticas públicas del Departamento Nacional 
de Planeación DNP que será expuesto más adelante. Desde allí se dispuso la necesidad de trabajar 
integrando algunas de las entidades de los dos sectores, es decir, el MinEnergía y sus entidades 
adscritas: Agencia Nacional de Minería (ANM), Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME), 
el Servicio Geológico no (SGC); junto a MinAmbiente y su adscrita, la Agencia Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA); conservando el acompañamiento del Departamento Nacional de Planeación 
(DNP). 
 
12. Desde MinEnergía se realizó sistematización de la sentencia proferida por el Consejo de 
Estado, en el sentido de identificar los argumentos de la orden para abarcar las consideraciones y 
parte motiva de la misma. Además, las problemáticas evidenciadas por la decisión discriminando 
su fuente y posibles soluciones identificadas por el Magistrado, este insumo se adjunta en Excel 
 
13. El 9 de febrero de 2023, se realizó reunión conjunta entre el MinEnergía y MinAmbiente 
con el fin de concertar la metodología de construcción de la nueva política minera integral (am-
biental, social, cultural y productiva). Allí se proyecta el contenido de un documento de política 
pública, del árbol de problema y se diseña la metodología de trabajo intersectorial habilitado por 
jornadas de trabajo conjunto y el compromiso de avanzar en aportes periódicos para el avance del 
documento. Este avance fue complementado en reunión entre el MinEnergía y MinAmbiente el 15 
de febrero de 2023; escenario en el cual el MinAmbiente llevó a cabo la socialización de un ejercicio 
interno que se realizó para identificación de problemáticas y objetivos en el sector ambiente de 
conformidad con la parte considerativa de la Sentencia.  
 
14. El 17 de febrero de 2023, en las instalaciones de la ANLA, se realizó la primera jornada 
intersectorial de trabajo, la cual tuvo como finalidad informar a los funcionarios delegados la me-
todología para la construcción de la política, la revisión de las problemáticas tratadas en la senten-
cia junto a la identificación de problemáticas adicionales. 
 

 

Para el desarrollo se aplicó la construcción de árbol de problemas con elementos como el 

problema, subproblema, causa, efectos y fuente de la información, como se observa en la  matriz 

visible en la página siguiente.  



 
 

 

 

15. El 21 de febrero de 2023, en las instalaciones de la ANM, se complementó la primera jor-
nada de trabajo intersectorial. 

 

 



 
 

 

 

16. El 6 de marzo de 2023, en las instalaciones de la ANM, se realizó la segunda jornada inter-
sectorial de trabajo, la cual tuvo como finalidad revisar las problemáticas identificadas y avanzar en 
la enunciación de posibles soluciones a cada uno de los problemas y subproblemas resaltados por 
los asistentes. 
 

 
 
17. El 17 de marzo de 2023, en las instalaciones de la ANM, se realizó la tercera jornada inter-
sectorial de trabajo, la cual tuvo como objetivo, la exposición por cada uno de los grupos de trabajo 
conformados, de los objetivos generales y específicos propuestos, junto a las acciones concretas 
por medio se considera posible avanzar en la solución de las problemáticas preliminarmente iden-
tificadas.  

 
 

18. Con los insumos preliminares recopilados se ha generado un documento previo resultado 
de los aportes abordados en las jornadas intersectoriales, el cual, contempla consideraciones rela-
cionadas con el ordenamiento minero – ambiental, la desarticulación institucional, la visión com-
partida de desarrollo sostenible de los sectores y la necesidad de ajustar y fortalecer modelo del 
control y fiscalización. Los impactos de la minería en ecosistemas naturales del país, en las áreas 
de exclusión y la importancia de aplicar debidamente los artículos 34 y 36 del código de minas.  



 
 

 

 

Asimismo, se prevén acciones que pueden permitir contrarrestar los problemas identificados por 
el Consejo de Estado relacionados con: “(i) el insuficiente ordenamiento territorial minero-ambien-
tal; (ii) la desarticulación institucional, y (iii) las debilidades del modelo de control y fiscalización de 
los títulos mineros”, en los términos de la sentencian objeto de cumplimiento. 

 
2. Actualización de la Política Minera Nacional. 

Como se enunció en el numeral anterior, durante el proceso de cumplimiento de la orden séptima 
de la sentencia, fue visible la necesidad de acatar lo dispuesto por el Consejo de Estado mediante 
la construcción de una nueva política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva), con 
el fin de abarcar las problemáticas visibles por la Corporación en la parte resolutiva y en la ratio 
decidendi del fallo. Adicionalmente, dada la coyuntura del cambio de gobierno nacional, es impe-
rante contemplar el programa del actual gobierno y el Plan Nacional de Desarrollo que sea dis-
puesto por el Congreso de la República. Junto a los aportes que se han realizado y se realizarán en 
el marco de los ejercicios participativos y deliberativos a los que nos convoca la formación de una 
política pública. 
 

La Política Minera adoptada en la Resolución 40391 de 2016, denominada “Bases para la minería 
del futuro”1 fue motivada por la reducción de precios y de la inversión extranjera en el momento, 
fue estructurada conforme Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 y contiene información de hace 
más de 7 años. La misma unifica o compila la política de formalización y seguridad minera. Adicio-
nalmente, establece acciones para promover la competitividad de la actividad económica de ex-
tracción de minerales, para la generación de impuestos, regalías y empleo2. Para incentivar la lle-
gada de empresas al sector minero, el desarrollo de proyectos por el sector privado y lograr la 
competitividad internacional. Sin que dicha política contemple como punto central la debida ges-
tión ambiental en el desarrollo de las actividades mineras, ni la necesidad de concretar un ordena-
miento territorial minero-ambiental, o la necesidad de articular las acciones de diferentes entida-
des, o revisar las debilidades del modelo de control y fiscalización de los títulos mineros. Lo anterior 
por medio de 6 pilares: 1. Seguridad jurídica, 2. Condiciones competitivas, 3. Confianza legítima, 4. 
Infraestructura, 5. Información e 6. Institucionalidad minera fortalecida y eficiente, los cuales re-
fieren: 
 

• Generar confianza jurídica para facilitar la toma de decisiones de inversión en el sector. 

• Adecuar la infraestructura del país al desarrollo de la minería. 

• Buscar salidas a las discusiones territoriales por el desarrollo de la minería. 

• Reducir el índice de fatalidad minera y aumentar la producción minera. 

• Mejorar prácticas y promoción de mercados. 
 
Por lo anterior, se consideró indispensable proceder a la construcción de una nueva política pública 
que tuviera en consideración los lineamientos ordenados por el Consejo de Estado en articulación 

 
1 Obsérvese que, a la fecha, existe la política Nacional de Seguridad Minera (Resolución 40209 de 2022) y la Política de 

transición energética (CONPES 4075 de 2022). 

2 La misma sentencia objeto del presente proceso señala “determina que en el año 2025 contará con un sector minero 

organizado, legítimo, incluyente y competitivo, generador de desarrollo tanto a nivel regional como nacional, y que servirá 
de apoyo para el apalancamiento del postconflicto». Lo cual se «logrará a través de estrategias y proyectos que mejoren 
las condiciones de seguridad jurídica, aumenten las condiciones competitivas, generen confianza legítima, optimicen la 
infraestructura, brinden información oportuna y de calidad y que permitan una institucionalidad minera eficiente y fortale-
cida”. 

 



 
 

 

 

con los ejes y estrategias del PND 2022 -2026, en ese sentido, se espera que la política pública en 
construcción contenga acciones concretas que permitan avanzar en los siguientes temas: 
 

• La observancia de los derechos fundamentales de los ciudadanos y desarrollo integral de las 
comunidades; 

• El desarrollo sostenible del sector minero por medio de la implementación de un modelo que 
resulte armónico con los principios y normas de explotación racional de los recursos naturales 
no renovables;    

• La aplicación de los artículos 79 y 80 de la Constitución Política en las que se señala que es deber 
del Estado conservar las áreas de especial importancia ecológica, proteger la biodiversidad y 
garantizar la supervivencia de futuras generaciones, es decir, la conservación, restauración o 
sustitución, y prevención o control de los factores de deterioro ambiental;  

• La inclusión de los artículos 8°, 58, 63, 79, 80, 95, 332, 333, 360 y 361 de la Constitución Política 
referentes a la obligación del Estado y de las personas de proteger las riquezas naturales; el 
deber, el derecho y el interés colectivo a gozar de un ambiente sano, la responsabilidad del 
Estado de proteger la diversidad y conservar las áreas de especial importancia ecológica; la obli-
gación estatal de prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental y sancionar y exigir la 
reparación de los daños causados a la naturaleza; la necesidad de racionalizar el aprovecha-
miento de los recursos; el deber de prevenir y mitigar los impactos ambientales y sociales pro-
pios de la minería, sancionar la trasgresión de la normatividad ambiental y minera, entre otras; 

• La potestad del Estado de planear las estrategias de explotación de los recursos no renovables 
e intervenir para mejorar la calidad de vida de los habitantes, distribuir equitativamente los 
beneficios del desarrollo y preservar el medio ambiente ; 

• La armonización de las tensiones existentes entre la conservación de los recursos naturales y su 
uso y explotación mediante una política pública de desarrollo sostenible del sector minero; 

• La comprensión integral, estructural y holística de las problemáticas enunciadas en la sentencia; 

• “La responsabilidad del Estado de promover políticas sectoriales que mantengan y expandan la 
base de los recursos naturales desde una estrategia de equidad intergeneracional, en la que: i) 
se distribuyan equitativamente los beneficios del desarrollo; ii) se preserven los derechos de las 
generaciones futuras, y iii) sea sostenible, prudente y racional la explotación de los citados re-
cursos”; 

• La atención en los problemas ambientales y de uso del suelo, los conflictos sociales y el relacio-
namiento de la sociedad civil con la actividad. 

• El diagnóstico integral que contabilice los daños ambientales y los riesgos económicos derivados 
de los fallos arbitrales.  

• El diálogo entre el Estado, el sector minero y la sociedad civil para formular medidas compen-
satorias, medioambientales, acuerdos de sostenibilidad. 

• La Prevención de nuevos escenarios conflictivos y la atención progresiva de los daños causados; 

• La articulación en aspectos normativos y de política entre entidades como el Ministerio de Mi-
nas y Energía, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, entre otras entidades. 

• Mecanismos de seguimiento y verificación de las acciones previstas en el marco de la política 
pública minero ambiental. 

• Desarrollo de una visión compartida de mediano y de largo plazo entre el sector minero y otros 
sectores relacionados con el uso del subsuelo;  

• Bases para mantener el diálogo y concertación entre los sectores; 

• Las fragilidades del ciclo de formulación, ejecución y evaluación de la política minero-ambiental; 

• Corregir la falta de un planeamiento minero-ambiental; 



 
 

 

 

• Establecer criterios ambientales fortalecidos para que el licenciamiento y su seguimiento per-
mitan proteger la biodiversidad nacional y los demás previstos en la sentencia del Consejo de 
Estado. 
  

Pero no sólo en virtud de lo verificado por el Consejo de Estado, sino también integrando los Obje-
tivos del Desarrollo Sostenible, los desafíos del cambio climático, los enfoques en derechos huma-
nos, género, protección de las comunidades indígenas y afrodescendientes, las buenas prácticas 
en el desarrollo de los proyectos mineros, la economía circular, la prevención y control de la explo-
tación ilícita. Junto a las Bases del Plan Nacional de Desarrollo que convoca a estructurar los orde-
namientos alrededor del agua, la participación de las comunidades, el fortalecimiento de las regio-
nes, en el que la actividad minera tenga un propósito dirigido a la reindustrialización de la econo-
mía, la transición energética, la seguridad alimentaria, la infraestructura, la estructura de cadenas 
productivas y de valor agregado, la diversificación de la economía, el conocimiento de nuestros 
recursos mineros, la reconversión productiva, el cierre minero ambiental, entre otras. 

 
Por lo anterior, desde el sector minero-energético y el sector ambiental, se ha considerado nece-
sario la formulación de una nueva política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva), 
para adoptar medidas que de forma eficiente lleve a la protección de los derechos colectivos am-
parados en el presente proceso de acción popular. 

 

3. Construcción de Política Pública. 

En el país, el DNP ha previsto el procedimiento PT-CA-03 que indica que "Las Políticas Públicas, 
Planes, Programas y Proyectos son los instrumentos con los cuales se planea y se programa la eje-
cución de una estrategia para atacar una problemática o una necesidad. Una política pública puede 
conllevar a la formulación de planes, programas y/o proyectos, de acuerdo con el instrumento de 
política acordado".  
 
En dicho procedimiento se establece que para la formulación de políticas corresponde identificar 
las temáticas potenciales para formular una política, identificar las partes interesadas, convocar a 
mesas de trabajo, recolectar información para la estructura del problema, definir metas y objetivos, 
proyección de la política, organización de espacios de concertación, definición de los instrumentos 
de política, construcción concertada de la política, gestión del mecanismos de formalización de las 
acciones, realización de ajustes y recomendaciones. 
 
Desde el Ministerio de Minas y Energía se sigue el procedimiento FP-P-05 del 10-06-2019, por me-
dio del cual se establece los “criterios para la formulación de políticas, programas y lineamientos 
sectoriales”, allí se dispone como acciones para la construcción de política pública: identificar las 
necesidades, realizar un análisis previo de la necesidad de la política, asignar a un grupo responsa-
ble el diseño correspondiente, establecer las directrices para la elaboración del documento, iden-
tificar antecedentes o necesidades dentro del interés general, recopilar la información necesaria  
con antecedentes políticos, técnicos, legales y económicos, elaborar el documento de formulación 
de propuesta, presentar documento para verificación, socializar el documento y ajustarlo para ge-
nerar la versión que será aprobada, remitir a publicación, divulgación del documento y finalmente, 
realizar seguimiento al cumplimiento de los compromisos dispuestos. 
 
Por su parte, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible contempla el procedimiento G-M-
PPA-01 del 12 de abril de 2022 V1, en el que se resalta la definición de equipo de trabajo preliminar, 



 
 

 

 

consolidar y revisar los diagnósticos disponibles, determinar y priorizar las problemáticas (árbol de 
problemas), identificar y ponderar las causas y efectos, establecer objetivos de la política. (árbol de 
objetivos), determinar el alcance de la política. (objetivos y metas)3 
 
En ese sentido, una política pública es el resultado de un proceso de análisis, deliberativo y de 
diagnóstico en el que administración pública identifica problemáticas que afectan a la sociedad y 
en el que se compromete a desarrollar acciones concretas por medio de planes, proyectos, pro-
gramas para solucionarlas. Por lo que su construcción lleva un tiempo para propender porque las 
acciones que sean dispuestas teniendo en cuenta la correcta identificación y descripción del pro-
blema, junto a que las acciones diseñadas en realidad respondan a las necesidades de la comuni-
dad. 
 
Teniendo en cuenta que la necesidad de generar política pública emana de decisión judicial y que 
en la Sentencia que nos ocupa se han identificado problemáticas previas objeto de solución, te-
niendo en cuenta los tres documentos descritos, se consideró pertinente formular un cronograma 
que partiera de los análisis y estudios señalados en la sentencia del Consejo de Estado, por lo que 
para la elaboración de la nueva Política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva) se 
ha concertado  el siguiente cronograma de trabajo, el cual se ha cumplido, como se observa: 
 

 
 

No.  Actividad Descripción 
Responsa-

bles 
Fecha final Estado 

1 Equipos de Trabajo 
Establecimiento de equipos de trabajo 
al interior de MME y de MADS 

MME, MADS 
24/11/22 Completado 

2 Reunión MADS-MME 

Tener un primer espacio interministe-
rial en el marco del cumplimiento del 
numeral séptimo literal tercero de la 
sentencia del Consejo de Estado 2013-
02459-01 y definir paso a seguir. 

MME, MADS 

17/11/22 Completado 

3 Reunión MADS-MME 

Tener un segundo espacio interministe-
rial en el marco del cumplimiento del 
numeral séptimo literal tercero de la 
sentencia del Consejo de Estado 2013-
02459-01 y definir paso a seguir. 

MME, MADS 

29/11/22 Completado 

4 
Revisión de la PMN ac-
tual 

Identificar en el documento de Política 
Minera los apartes en donde se podían 
incorporar las acciones solicitadas por 
el fallo 

Dirección de Mi-
nería Empresa-

rial (MME) 
14/12/22 Completado 

 
3 Estos elementos de tipo conceptual y metodológico presentados con anterioridad fueron también tomados como referen-

cia para el ejercicio de actualización de la política minera nacional con la finalidad de contemplar los elementos requeridos 
para la elaboración de políticas públicas. 

Completado

En progreso

Para trámite



 
 

 

 

5 
Actualización datos a 
2021 

Incorporar las tres principales acciones 
solicitadas por el fallo, actualizar cifras, 
gráficas, normatividad, fatalidad mi-
nera, producciones de minerales, entre 
otras a 2021, teniendo en cuenta que el 
texto original contiene datos a 2015. 

Dirección de Mi-
nería Empresa-

rial (MME) 

31/12/22 Completado 

6 
Compartir borrador ac-
tualizado 

Remitir a las dependencias internas del 
MME y a ANM, MADS, UPME, DNP, SGC 
la versión del  borrador actualizado que 
incluye datos a 2021 y párrafos de 
ajuste a lo solicitado en la sentencia, si-
guiendo los pilares que rigen la PMN a 
2016 

Dirección de Mi-
nería Empresa-

rial (MME) 

26/1/23 Completado 

7 Gestión apoyo DNP  

Solicitar apoyo al DNP para el apoyo 
técnico de actualización de la política 

Dirección de Mi-
nería Empresa-

rial (MME) 30/1/23 Completado 

8 
Participación en au-
diencias / Espacios  

Participación audiencias públicas y es-
pacios/mesas participativos convoca-
dos por la Comisión Accidental del Con-
greso de la República en el marco del 
codiseño Nuevo Código de Minas. 

Por determinar 

31/12/22 Completado 

9 
Concertación de ruta 
con MADS 

Construcción de ruta de trabajo con-
junta entre MADS y MME, con asigna-
ción de tareas.  

MME, MADS 

6/2/23 Completado 

10 
Correo solicitud desig-
nados 

Correo solicitud designados de entida-
des del sector de Minas y de Ambiente 
dirigido a ANLA, ANM, UPME, SGC. 

MME (Dirección 
de Minería Em-

presarial), MADS 
(DAASU) 7/2/23 Completado 

11 

Metodología Jornada y 
estructura de docu-
mento final  

Establecer la metodología del taller y 
del desarrollo de la jornada para elabo-
rar avances del documento 

Persona desig-
nada DNP, 

MADS, MME 
9/2/23 Completado 

12 Revisión previa jornada 

Verificar insumos, instrumentos, mate-
rial y metodología de la jornada 

Persona desig-
nada DNO, 
MADS, DNP 

15/2/23 Completado 

13 
Jornada 1 Intersectorial  
de Trabajo 

Desarrollar mesas de trabajo técnicas 
(dependencias internas del MME y a 
ANM, MADS, UPME, DNP, SGC) para so-
cializar la metodología e Identificar de 
forma preliminar las problemáticas 
enunciadas en la Sentencia con la me-
todología de árbol de problemas para 
formular una Política Pública o pro-
grama, considerando los insumos exis-
tentes ( Ej. Diagnóstico DNP, estudio 
Banco Mundial).  

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

17/2/23 Completado 

14 
Jornada 1 Intersectorial  
de Trabajo 

Desarrollar mesas de trabajo técnicas 
(dependencias internas del MME y a 
ANM, MADS, UPME, DNP, SGC) para 
identificar posibles subproblemas, 
causa y efectos resaltados por los asis-
tentes 

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

21/2/23 Completado 

15 
Jornada 2 Intersectorial 
de Trabajo 

Desarrollar mesas de trabajo técnicas 
(dependencias internas del MME y a 
ANM, MADS, UPME, DNP, SGC) para re-
visar las problemáticas identificadas y 
avanzar en la enunciación de posibles 
soluciones a cada uno de los problemas 
y subproblemas resaltados por los asis-
tentes 

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

6/3/23 Completado 



 
 

 

 

16 
Jornada 3 Conjunta de 
Trabajo 

Desarrollar mesas de trabajo técnicas 
(dependencias internas del MME y a 
ANM, MADS, UPME, DNP, SGC) para de 
los objetivos generales y específicos 
propuestos, junto a las acciones con-
cretas por medio se considera posible 
avanzar en la solución de las problemá-
ticas preliminarmente identificadas.  
Con la proyección de unos eventuales 
indicadores. 

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

17/3/23 Completado 

17 
Documento Preliminar 
V1 

Documento previo que compila los 
aportes realizados durante las jornadas 
intersectoriales con la identificación 
preliminar de visión, objetivo, proble-
máticas y esbozo de las posibles solu-
ciones. 

MME, MADS 

19/4/23 Completado 

18 Informe a Tribunal 

Radicación del informe del avance de 
cumplimiento al Tribunal Administra-
tivo de Cundinamarca 

OAJ MME 

21/4/23 En progreso 

19 
Integrar otros sectores 
para articulación 

Vincular a las entidades o sectores que 
se vinculan y con los que se requiere ar-
ticulación, por sectores, MinComercio 
(Ministerio y Colombia Productiva), 
MinTrabajo, MinInterior y otros. 

DME 

5/5/23 En progreso 

20 
Mesa de trabajo con 
otros sectores 

Realizar meda de trabajo intersectorial 
con los otros sectores identificados con 
el fin de exponer las problemáticas y 
posibles soluciones evidenciadas y reci-
bir retroalimentación al respecto. 

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

17/5/23 En progreso 

21 
Documento Integrado 
V2 

Documento previo que compila los 
aportes realizados durante las jornadas 
intersectoriales con los otros sectores 
complementando la identificación pre-
liminar de visión, objetivo, problemáti-
cas y esbozo de las posibles soluciones 
por parte de las entidades guberna-
mentales. 

MME, MADS 

5/6/23 Para Trámite 

22 

Metodología de delibe-
ración pública con ac-
tores sociales.  

Diseño de la metodología y espacios 
para dialogar y deliberar con los dife-
rentes actores identificados. 

MME, MADS 

5/6/23 Para Trámite 

23 Informe a Tribunal 

Radicación del informe al Tribunal Ad-
ministrativo de Cundinamarca 

OAJ MME 
6/6/23 Para Trámite 

24 
Remisión a actores re-
levantes 

Remisión a actores identificados en la 
elaboración de la política. Remitir el 
documento presentado al Tribunal a 
las Universidades (Nacional Externado, 
magdalena, Javeriana, Andes, Rosario) 
y ver Comités. CAR, parte actora de la 
acción popular y asociaciones mineras.  

MME, MADS 

8/6/23 Para Trámite 

25 

Publicación para co-
mentarios del público 
del proyecto de polí-
tica minera integral 
(ambiental, social, cul-
tural y productiva)  

Publicar acto administrativo para co-
mentarios del público, con el objeto de 
recibir opiniones, sugerencias o pro-
puestas alternativas. 

MME, MADS 

9/6/23 Para Trámite 

26 Recibir comentarios 

Remitir los comentarios de la ciudada-
nía a la dependencia interesada para su 
análisis y respuesta en la matriz esta-
blecida para el efecto. 

MME, MADS 

29/6/23 Pendiente 

27 

Realizar espacios de 
deliberación y defini-
ción de instrumentos 
de política 

Desarrollar espacios de los ejercicios de 
deliberación con los actores con el fin 
de complementar los problemas identi-
ficados y las posibles soluciones te-

MME, MADS 

14/7/23 Para Trámite 



 
 

 

 

niendo en cuenta la visión de la comu-
nidad y de otros actores relevantes, ello 
antes del 14 de julio de 2023. 

28 
Jornada 4 Intersectorial  
de Trabajo 

Desarrollar mesas de trabajo técnicas 
(dependencias internas del MME y a 
ANM, MADS, UPME, DNP, SGC) para 
concluir el árbol de problemáticas pila-
res, objetivos, actividades, metas, res-
ponsables y temporalidades, con for-
mulación de indicadores y estrategia de 
seguimiento. 

MME, MADS 
(ANLA, ANM, 
UPME, SGC) 

21/7/23 Para Trámite 

29 

Documento de Política 
minera integral (am-
biental, social, cultural 
y productiva) resultado 
de la participación 

Documento final que compila los apor-
tes realizados durante las jornadas in-
tersectoriales, las deliberaciones, los 
comentarios de la ciudadanía y los 
aportes de las comunidades y otros ac-
tores relevantes, complementando la 
identificación preliminar de visión, ob-
jetivo, problemáticas y accione para la 
solución de dichos problemas con indi-
cadores y estrategia de seguimiento. 

MME, MADS 

9/8/23 Para Trámite 

30 Informe a Tribunal 

Radicación del informe al Tribunal Ad-
ministrativo de Cundinamarca 

OAJ MME 
10/8/23 Para Trámite 

Se han incluido los lineamientos solicitados por la sentencia del Consejo de Estado, tal como se 
puede verificar en el árbol de problemas, el diagnostico preliminar de las problemáticas y en la 
identificación de posibles acciones para prever soluciones. En ese orden, el Ministerio de Minas y 
Energía (MinEnergía) y sus entidades adscritas Agencia Nacional de Minería (ANM), Unidad de Pla-
neación Minero-Energética (UPME), el Servicio Geológico Colombiano (SGC), junto al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible (MinAmbiente) y su adscrita, la Agencia Nacional de Licencias 
Ambientales (ANLA); con el acompañamiento del Departamento Nacional de Planeación (DNP), han 
adelantado las acciones correspondientes al cumplimiento del numeral Séptimo, literal tercero de 
la proferida por el Consejo de Estado el pasado 4 de agosto de 2022.  

Por lo demás, partiendo de los insumos recopilados, el diagnóstico preliminar de las problemáticas, 
de las posibles soluciones a contemplar, de la proyección de la visión y objetivos previos, corres-
ponde en adelante: i) Integrar otros sectores para articulación y trabajar en conjunto con ellos las 
acciones que los puedan vincular, entre otros, el Ministerio de Trabajo, el Ministerio del Interior, 
el Ministerio de Industria y Comercio; ii) Participación y deliberación pública con actores relevantes 
para la construcción de la política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva) que vin-
cule las diferentes perspectivas; socializar la propuesta con los actores relevantes, recibir los co-
mentarios y aportes de diferentes ciudadanos; iii) Articular los aportes, deliberaciones y participa-
ción en el  nuevo documento de Política minera integral (ambiental, social, cultural y productiva). 
 

ANEXOS 

1. Poder debidamente otorgado por el jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio de Minas 

y Energía, con sus anexos. 

2. Soportes de las actuaciones adelantadas en cumplimiento de la orden séptima de la sentencia 

proferida por el Consejo de Estado. 

3. Matriz insumo referente a las problemáticas identificadas en la sentencia. 



 
 

 

 

4. Matriz previa de árbol de problemas y posible solución. 

5. Documento de actualización de la Política Minera adoptada en la Resolución 40391 de 2016. 

6. Procedimiento DNP Código: PT-CA-03 para la formulación de políticas públicas; Procedimiento 

FP-P-05 del 10-06-2019 del MinEnergía y Procedimiento G-M-PPA-01 del 12 de abril de 2022 

V1 del MinAmbiente. 

7. Cronograma del procedimiento de construcción de la nueva Política minera integral (ambiental, 

social, cultural y productiva). 

8. Documento preliminar de la nueva Política minera integral (ambiental, social, cultural y 

productiva) resultado de las primeras jornadas intersectoriales de trabajo entre el Ministerio de 

Minas y Energía (MinEnergía) y sus entidades adscritas Agencia Nacional de Minería (ANM), 

Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME), el Servicio Geológico Colombiano (SGC); 

junto al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MinAmbiente) y su adscrita, la Agencia 

Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) y con apoyo del Departamento Nacional de 

Planeación (DNP).   

PETICIÓN 

Reconocerme personería jurídica dentro del presente asunto, como apoderada judicial del 

Ministerio de Minas y Energía de conformidad con el poder que se anexa. 

NOTIFICACIONES 

Tanto el Ministerio de Minas y Energía como la suscrita recibirán notificaciones judiciales en el 

correo  notijudiciales@minenergia.gov.co 

 

Cordialmente, 

 
VIOLETA MARÍA AGUILAR ABAUNZA  

C.C 53050847 de Bogotá D.C    

T.P. 160.123 del C.S.J 

 

C.C. Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección primera 

secgeneral@consejodeestado.gov.co; Notificaciones judiciales del Ministerio de Minas y 

Energía  notijudiciales@minenergia.gov.co; Procuraduría Delegada para Asuntos Agrarios y 

Ambientales. asuntosambientales@procuraduria.gov.co. 
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